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DOCUMENTO
Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley No. 339 de 2023 

Cámara "Por medio del cual se transforma el Sistema de Salud en Colombia y se 
dictan otras disposiciones", acumulado con los Proyectos de Ley No. 340 de 

2023, No. 341 de 2023 y No. 344 Cámara 

La Asociación Nacional de Empresarios de Colombia (ANDI), a través de la 
Vicepresidencia de Salud, que acoge cinco cámaras sectoriales: Aseguramiento en 
Salud, Instituciones para el Cuidado de la Salud, Industria Farmacéutica, 
Dispositivos Médicos e Insumos para la Salud y Gases Industriales y Medicinales, 
se permiten presentar su análisis y opinión, con ánimo constructivo, respecto al 
Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley No. 339 de 2023
Cámara "Por medio del cual se transforma el Sistema de Salud en Colombia y se 
dictan otras disposiciones", acumulado con los Proyectos de Ley No. 340 de 2023 
Cámara "Por la cual se adoptan medidas para mejorar y fortalecer el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud, Proyecto de Ley No. 341 de 2023 Cámara 
"Por medio del cual se dictan disposiciones sobre el Sistema General de Seguridad 
Social en Salud (SGSSS)", y el Proyecto de Ley No. 344 de 2023 Cámara "Por 
medio del cual se adoptan medidas para el fortalecimiento del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud".

Parte 1
Principales aspectos positivos

1. Cuenta con un enfoque en atención primaria en salud, con fortalecimiento de los 
determinantes sociales de salud y la territorialización.

2. Reconoce la importancia del Talento Humano en Salud y plantea incentivos para los 
trabajadores de la salud que laborarán en zonas alejadas y de difícil acceso. 

3. Establece que el Gobierno Nacional debe generar un Plan nacional de salud rural en 
los próximos 6 meses y debe crearse un observatorio nacional de salud rural.

Principales alertas
1. El aseguramiento social en salud, como se plantea en el proyecto de ley, conduce a 

una estatización del sistema de salud, sin aseguradores y sin gestión integral del 
riesgo.

2. Es un retroceso pasar a un seguro social (público, estatal), modificando de manera 
estructural la protección financiera individual (UPC por usuario), introduciendo 
mecanismos de asignación de subsidios por oferta. Dicha protección ha logrado 
mantener un bajo gasto de bolsillo y catastrófico en Colombia.

3. Se fragmenta la atención, al redefinir el modelo de UPC en dos conceptos diferentes 
para APS y mediana y alta complejidad, llevando a una pérdida de la gestión integral 

del riesgo, sin un único responsable y con potencial pérdida de la articulación y 
coordinación entre ellas. 

4. Se atomiza y se diluye la responsabilidad que hoy asumen las EPS, a lo largo de 
diferentes actores públicos y privados de diferente nivel, sin dejar clara la 
responsabilidad respecto a la integralidad del servicio de salud que se le debe dar 
al usuario y la representación, e incrementando el riesgo de una mala gestión y de 
corrupción. Lo anterior se suma a que estas nuevas entidades no tienen conocimiento 
ni experiencia en dichas funciones. 

5. Las funciones de los principales actores se modifican, limitando la función de las EPS a 
una articulación netamente administrativa, desconociendo sus capacidades y su 
labor de agencia del usuario y asegurador en el sistema. Se asignan demasiadas 
funciones de aseguramiento a los CAPS, que no son misionales a la prestación de 
servicios y que requieren de herramientas y competencias que no tienen, 
impactando la calidad en la prestación de servicios. Además, no hay claridad de cómo 
se fortalecerá la capacidad técnica y administrativa de la ADRES para asumir las 
nuevas funciones delegadas, generando un riesgo sobre el funcionamiento del 
sistema.

6. Se crean instrumentos para fortalecer los subsidios a la oferta. La nación asumirá 
la financiación integral de los CAPS, y las de mediana y alta complejidad serán 
cofinanciados en proporción a la baja facturación, creando un desincentivo para 
la gestión eficiente de recursos y para la calidad y la prestación de servicios. 

7. Se pierde la gestión del control del gasto médico y de la prestación de servicios. 
La gestión financiera y de auditoría que hoy realizan las EPS para asegurar el uso 
solidario de la UPC, se reemplaza por un modelo de prestación y pago de servicios 
ilimitado. Aunque se establezcan mecanismos de compras conjuntas y control de 
precios, esto será insuficiente para contener el desborde del gasto y de su impacto 
en las finanzas públicas. 

8. La ADRES será pagador único, pero no hay claridad respecto a las fechas y 
porcentajes de pago de la facturación. Se genera incertidumbre frente al flujo de 
caja, dado que se podrían generar retrasos en la auditoría y reconocimiento de cuentas.

9. La desconcentración del Adres en fondos regionales, aun sin situación de fondos, 
plantea enormes riesgos de burocratización, politización y mal uso de los recursos 
de la salud.

10. Se pierde la libre elección. Al priorizar la red pública, la elección de prestador deja 
de ser únicamente por calidad y limita la elección al mercado público. Así, el 
modelo planteado desconoce el principio de progresividad en la atención en salud, 
así como restringe la libertad de elección en un sistema de salud estatizado donde 
no es claro cómo se realizará la prestación del servicio a través de las RIIS. 

11. El diseño, desarrollo e integración del SPUIIS estará en cabeza del MSPS, 
desconociendo la experiencia, presupuesto y competencias que éste tenga para 
desarrollar estas tareas y descartando los avances en la construcción del SISPRO. 
Además, se insiste en una historia clínica única, cuando la evidencia muestra que se 
debe contar con un sistema de interoperabilidad de historia clínica.

12. Se dan facultades extraordinarias al Presidente, incluyendo la capitalización de la 
Nueva EPS y dictar las condiciones de reclutamiento y selección de los directores de 
las ISE.  

13. No se conoce el impacto fiscal de esta reforma ni su sostenibilidad en el largo plazo. 
14. Se pierde la oportunidad de avanzar sobre lo aprendido y mejorar las fallas del 

sistema de aseguramiento actual, destruyendo los avances construidos en conjunto por 
los diferentes actores del sistema de salud en los últimos 30 años.

15. No es claro el mecanismo de operación para resolver uno de los principales 
problemas expresados en la encuesta de la ANDI: los tiempos para tener citas con 
médicos especialistas y programación de procedimientos; por el contrario, se hará más 
difícil.

Parte 2. 
Principales aspectos a resaltar por componentes

1. Objeto
1. Se transforma el SGSSS a un Sistema de Salud basado en el Aseguramiento 

Social en Salud. 
2. Se entiende el aseguramiento social como una gestión pública a través la 

institucionalidad del Estado y una privada y mixta a través de las Gestoras de 
salud y vida.

3. El Estado intervendrá en el servicio público esencial de salud y el aseguramiento 
social en salud.

2. Gobernanza
1. La rectoría se mantiene en el MSPS y en las entidades territoriales. 
2. Crea como entidades asesoras el Consejo Nacional de Salud y los Consejos 

Territoriales de Salud.
3. Se crean la Comisión Intersectorial Nacional de Determinantes Sociales en 

Salud y Salud Pública. 
4. El MSPS definirá Territorios para la gestión en Salud como estructuras 

funcionales, que contarán con Direcciones Territoriales de Salud, para promover 
el fortalecimiento del diseño y aplicación de las políticas públicas y la focalización 
de recursos. 

5. Se incrementa la participación social en diferentes niveles. 

3. Financiamiento
1. El financiamiento del Sistema de Salud integrará los recursos parafiscales 

provenientes de las cotizaciones y aportes al Sistema de Salud y SOAT con los 
recursos fiscales del orden nacional y territorial. 

2. La ADRES será pagador único y administrará todos los recursos del sector
salud y dentro de sus funciones también deberá realizar todas las actividades de 
auditoría, gestión y pago a nivel nacional y desconcentrado.

3. Así mismo, la ADRES autorizará el pago de los servicios que presten las IPS 
privadas o mixtas que conformen la red, según el régimen de tarifas y formas de 

pago que fije el Gobierno Nacional. No es claro quien asume la gestión del riesgo 
en salud y financiero en el evento que no exista Gestora.

4. No hay claridad respecto a las fechas y porcentajes de pago de la ADRES. Se 
genera incertidumbre respecto a los plazos para el reconocimiento de las cuentas, 
dado que se podrían generar retrasos en la auditoría y reconocimiento de 
cuentas.

5. En un período de transición y mientras se convierte en pagador único, la ADRES 
realizará giro directo total de acuerdo con lo auditado y ordenado por las 
EPS/Gestoras de las cuentas de mediana y alta complejidad, sin embargo, podrá 
contratar con firmas especializadas debidamente registradas en la 
Superintendencia Nacional de Salud los procesos de auditoría de su competencia.

6. Con el objetivo de contar con una provisión del gasto por servicios de salud en 
el Sistema, la ADRES constituirá y administrará una reserva técnica con base 
en lo establecido por el Gobierno Nacional en la materia.

7. Las ISE contarán con un régimen presupuestal que tendrá en cuenta la tipología 
y nivel de cada ISE, portafolio de servicios, proyección de cantidad de servicios, con 
base en lineamientos que expida el MSPS. Sin embargo, contarán además con un 
giro de los recursos para financiar servicios de salud diferentes a los 
generados por la venta de servicios, que serán pagados por los Fondos Cuenta, 
girados desde la ADRES y los fondos de salud territoriales, según corresponda. No 
existe un mecanismo que garantice la eficiencia del recurso lo que puede provocar 
un desborde de los recursos del subsidio a la oferta sin estar sujetos a la calidad 
en la prestación del servicio y uso adecuado de los recursos públicos.

8. El gobierno nacional definirá un per cápita para la mediana y alta complejidad para 
el aseguramiento en salud, y la nación cofinanciará los recursos que hagan falta
para complementar los aportes per cápita. No es claro sucede en el evento que no 
se garantice el cierre financiero y el MSPS después de realizar su evaluación no 
evidencie coherencia. 

9. Las ISE que prestan servicios de mediana y alta complejidad recibirán recursos 
para garantizar su funcionamiento por parte de los respectivos Fondos 
departamentales y distritales. No es claro que ocurre si los recursos de estos 
fondos no son suficientes para apoyar la baja facturación o si no existe coherencia 
financiera para que la nación cofinancie el presupuesto de las ISE. 

10. Para el caso de los CAPS (públicos, privados y mixtos), el presupuesto será por 
oferta, con recursos provenientes de la Cuenta de Atención Primaria Integral 
Resolutiva en Salud de acuerdo con los presupuestos estándar que financien la 
operación corriente y un componente variable asociado a resultados en salud y 
bajo las modalidades que establezca el Ministerio. Esto implica que la nación va a 
pagar no solo los servicios que atiendan los CAPS sino también los costos 
administrativos y de operación de estas entidades. Cabe la duda si los recursos 
que componen dicha cuenta son suficientes para ello y si esto se puede volver un 
foco de corrupción.

11. Las direcciones territoriales tendrán dentro de sus funciones organizar el 
presupuesto para el cierre financiero de los hospitales de mediana y alta 

CARTA DE COMENTARIOS DE LA ASOCIACIÓN NACIONAL DE EMPRESARIOS DE 
COLOMBIA INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 339 DE 2023 CÁMARA

por medio del cual se transforma el Sistema de Salud en Colombia y se dictan otras disposiciones.

ACUMULADO CON LOS PROYECTOS DE LEY NÚMERO 340 DE 2023, NÚMERO 341 DE 
2023 Y NÚMERO 344 CÁMARA
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complejidad. Además, deberán continuar ejecutando con los recursos del SGP 
los programas de salud pública.

12. El Ministerio reglamentará la asignación de incentivos entre los prestadores, los 
CAPS y las Gestoras de Salud de Vida.  Se calculará un porcentaje en relación 
con el total de recursos asignados a los prestadores, los CAPS y las Gestoras de 
Salud de Vida, el cual no será superior al 3%.

13. Se reconocerá a las Entidades Gestoras de Salud y Vida un pago por 
administración de hasta el 5% del valor del per cápita de la población adscrita a 
los CAPS a los cuales la Gestora garantiza la atención en la mediana y alta 
complejidad.  Sin embargo, se les entrega la función de hacer gestión del riesgo 
integral no solo de la mediana y alta.

14. El Gobierno Nacional determinará la forma en que se asumen los servicios 
sociales complementarios en salud. No hay claridad sobre su fuente, gestión 
y control de gasto.

15. Las EPS que se quieran convertir el Gestoras de Salud y Vida al igual que las que 
no lo hagan, deberán presentar un plan de saneamientos de pasivos , no 
superior a 24 meses y deberán garantizar el paz y salvo de todas las deudas al 
finalizar este plazo. 

4. Aseguramiento
1. Se propone transformar el SGSSS por un sistema de aseguramiento social.
2. Si lo desean, las EPS tienen 2 años para transformarse en Gestoras de Salud y 

Vida, siempre y cuando estén a paz y salvo con los acreedores respecto a las 
deudas no corrientes en el marco de la normatividad.

3. El MSPS asignará a las Gestoras en Salud a territorios específicos. 
4. El Estado creará Gestoras de Salud públicas o mixtas, que cumplirán las mismas 

funciones que las privadas. 
5. Se crean múltiples instituciones nuevas sin claridad de su constitución, 

financiamiento, dependencias, y roles. 
6. Las Gestoras de salud y vida tendrán las siguientes funciones: 

a. Colaborar con la organización de los CAPS
b. Articular a los prestadores de salud de las redes
c. Coordinar con el territorio y el MSPS la organización de las RIISS y participar 

en el Consejo Asesor de Planeación y Evaluación de redes
d. Contribuir a la planeación estratégica del desarrollo de las RIISS, bajo la 

coordinación del MSPS
e. Implementar mecanismos de coordinación asistencial dentro de las RIISS
f. Implementar salas situacionales para análisis de información para la SNS y 

las ET
g. Prestar asistencia técnica a prestadores, hacia la calidad.
h. Frente al “componente complementario (mediana y alta complejidad) de las 

RIISS”: Ejecutar actividades de monitoreo y evaluación de desempeño de la 
red coordinado por el MSPS y la ADRES, y entregar informes al respecto; 
gestionar planes de capacitación para fortalecer el funcionamiento, 

articularse con los CAPS para gestionar el acceso a este componente a 
través de procesos de referencia y contrarreferencia; realizar la auditoría de 
calidad, de cuentas; validar la facturación.

i. Gestionar, en articulación con otros la prestación de servicios 
especializados para personas con enfermedades raras. 

j. Implementar un Sistema de Información y Atención a la Población a 
través del cual interactúen con las personas, asociaciones de usuarios o 
pacientes y demás organizaciones de la sociedad civil, con el fin de conocer 
sus inquietudes, peticiones, sugerencias.

k. Garantizar el acceso oportuno y expedito a los servicios de salud y a 
los servicios farmacéuticos a las personas que los requieran de tal forma 
que su prestación no afecte la oportunidad, pertinencia, seguridad y 
eficiencia. 

l. Realizar audiencias de rendición de cuentas de su gestión y los resultados 
obtenidos de la misma en cuanto a los indicadores de servicio, resultados en 
salud de su gestión financiera

7. No es claro quién asumirá las funciones de las EPS, ni los límites entre las 
responsabilidades de todas las entidades que se incluyen en las redes. La 
gestión del riesgo financiero, incluyendo la auditoría de cuentas estará en cabeza 
de la ADRES que no cuenta con dichas capacidades, la gestión del riesgo en salud 
queda principalmente en cabeza de los CAPS y se diluye entre segundo y tercer 
nivel, la definición de redes queda en manos del Ministerio de Salud y la agencia del 
usuario no es claro quién la asume.

8. Se prohíbe la integración vertical en la mediana y alta complejidad. El Ministerio 
regulará el rol de los CAPS de naturaleza privada o mixta incluidas las que sean 
propiedad de las Gestoras de Salud y Vida. 

9. La transformación de las actuales EPS en Entidades Gestoras de Salud no 
implica su liquidación sino un proceso de disolución. Los activos, pasivos, 
patrimonio, pasarán en bloque a la Entidad Gestora de Salud y Vida con 
subrogación de todos los deberes, derechos y obligaciones, en los términos en que 
lo reglamente el Gobierno Nacional. El tránsito de los afiliados a cargo de las EPS 
que se transforman, a las reglas del aseguramiento social en salud, será 
determinado por el Gobierno Nacional.  

5. Prestación de servicios
5.1 Prestadores

1. El objeto de las Instituciones de Salud del Estado - ISE, será la prestación de 
servicios de salud, con carácter social, como un servicio público esencial a 
cargo del Estado.

2. Conservarán el régimen presupuestal de las ESE. Podrán recibir transferencias 
directas de los presupuestos de la Nación o de las entidades territoriales.

3. Las ESE se constituyen por mandato en ISE, progresivamente, durante los 
próximos 4 años.  Podrán constituirse ISE subregionales entre departamentos, 

distritos y municipios, según el modelo de territorialización definido por el 
Gobierno Nacional.

4. Las ISE contarán con Directores, en vez de con Gerentes. 
5. El CAPS (públicos, privados o mixtos) serán el primer contacto de salud con la 

población y prestarán servicios de nivel primario. Serán el punto de origen de las 
órdenes de referencia y contra-referencia y serán las ISE de nivel primario. 

6. Todas las personas deberán estar adscritos a un CAPS, en función de su lugar 
de residencia y podrán solicitar temporalmente atención primaria en un lugar 
diferente al de su residencia.

7. Los CAPS desarrollarán los procesos de adscripción poblacional, administración 
y atención al ciudadano, prestación de servicios de salud, gestión 
intersectorial y participación social. Además, gestionarán las licencias de 
maternidad y paternidad e incapacidades de sus afiliados. 

8. Los CAPS y las Gestoras intercambiarán información constante y monitorearán el 
uso racional de servicios y tecnologías de su población con el fin de garantizar la 
pertinencia y eficiencia del gasto

9. Los CAPS contarán con los Equipos de Salud Territorial son grupos 
interdisciplinarios para el cuidado integral de la salud de las personas, familias y 
comunidades de manera permanente en territorios determinados y sus entornos 
de la vida cotidiana. El MSPS establecerá las disposiciones normativas y técnicas 
para la operación de los equipos de salud territorial.

10. Se creará una Entidad de Salud del Estado Itinerante para prestar servicios en 
zonas dispersas, financiada con recursos territoriales y regalías. 

11. Se estructurará un Plan Nacional de Equipamiento y Dotación en Salud decenal, 
con participación de los territorios, quienes diseñarán un plan de infraestructura y 
dotación cada 4 años, financiado con recursos de la ADRES y podrá ejecutarlos 
mediante fiducia mercantil.

5.2 Redes Integrales y Integradas de Servicios de Salud (RIISS)
1. Los servicios de salud se prestarán a través de RIISS a una población determinada 

por el MSPS, las cuales estarán conformadas por IPS públicas, privadas y mixtas y 
profesionales independientes. Estarán destinadas a un territorio determinado por 
el MSPS con el apoyo de las direcciones territoriales (departamentales y 
distritales) y la colaboración de las EGSV que pertenezcan al territorio.

2. El MSPS se encargará de la definición de Territorios para la Gestión en Salud 
como estructuras funcionales. Varias entidades territoriales podrán asociarse 
para dar respuesta conjunta a las necesidades en salud compartidas por los 
territorios.

3. Las Direcciones Departamentales y Distritales supervisarán el desempeño de 
las RIISS bajo las orientaciones y parámetros definidos por el MSPS. La habilitación 
de las RIISS deberá estar bajo el marco del Sistema Integral de Calidad en Salud 
(SICA). 

4. El acceso y continuidad de la atención con el nivel complementario, se 
complementará con  servicios extramurales y telemedicina/telesalud.

5. El MSPS reglamentará lo concerniente al Sistema de Referencia y Contra-
referencia. Se conformará una Coordinación Nacional de la Red de Servicios 
Especiales para suplir las necesidades de atención que superen los límites 
regionales, para coordinar la referencia de pacientes que necesiten tratamientos en 
instituciones especiales no estén disponibles en la región. 

6. Los servicios farmacéuticos hacen parte de los servicios y tecnologías en salud. Las 
EGSV y los CAPS harán la gestión y articulación de los servicios 
farmacéuticos en los territorios de gestión en salud.

7. El MSPS fomentará y organizará la red de las instituciones o centros 
especializados en la atención de enfermedades raras.

5.3 Modelo y Atención Primaria Integral en Salud
1. El modelo contará con un nivel primario como primer contacto que integra y 

coordina la atención de salud continua e integral, con Atención Primaria en Salud 
(APS) como modelo de servicio y un nivel complementario.

2. El Gobierno Nacional desarrollará planes, programas y proyectos 
intersectoriales que promuevan mejoras en determinantes sociales y salud. 

3. Habrá atención domiciliaria y en los entornos comunitario, escolar, laboral e 
institucional en salud a través de equipos de salud territorial con el propósito de 
eliminar barreras de acceso a los servicios de salud. 

6. Medicamentos y dispositivos
1. El MSPS regulará los mecanismos de compras conjuntas y centralizadas de 

medicamentos, insumos y dispositivos médicos y generará modelos de 
gestión que permitan disminuir el precio de estos, en coordinación con Colombia 
Compra Eficiente y el Sistema Integral de Calidad en Salud. Además, se regularán 
los precios de los medicamentos a lo largo de la cadena farmacéutica. Lo anterior 
desconoce los potenciales efectos de esta política en términos de calidad y en 
oportunidad en el acceso.

2. Se dará especial consideración a productores públicos a la hora de adquirir 
vacunas y medicamentos desde el Gobierno Nacional. 

3. El MSPS formulará la política farmacéutica y de innovación tecnológica en 
salud (cada 4 años), que respalde la producción nacional de moléculas no 
protegidas por patente. 

4. Para garantizar el desarrollo de la política de medicamentos, insumos y tecnologías 
el Gobierno adelantará un proceso de fortalecimiento del INVIMA. 

5. Mediante un método electrónico de última generación serán identificados los 
medicamentos, su principio activo y denominación común internacional, el 
laboratorio productor, el precio autorizado y las demás características que 
establezca el SPUIIS.

6. Todos los Gestores farmacéuticos (droguerías y operadores logísticos autorizados 
para ello), deberán inscribirse y demostrar ante las secretarías de salud 
departamentales o distritales, o la entidad que tenga a cargo, la capacidad 
tecnológica y científica, suficiencia patrimonial y la capacidad técnica-administrativa, 
en los casos y términos que determine el Ministerio de Salud y Protección Social. 
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En la reglamentación se establecerá la transitoriedad aplicable a los gestores 
farmacéuticos que se encuentren operando a la entrada en vigencia de la presente 
ley.

7. La gestión de tecnologías en salud la hará IETS mediante la creación de un Comité 
Técnico Científico. 

8. Se aceptarán documentos públicos de origen extranjero con cumplimiento de 
requisitos formales de apostille a legalización en los trámites de registros, 
permisos, notificaciones y autorizaciones sanitarias, certificados y licencias del 
INVIMA.

9. Se condonarán los intereses por sanciones impuestas por el Invima. Las 
personas que hoy tengan deudas por concepto de sanciones de carácter pecuniario 
con el Invima, se les condonarán los intereses cuando realicen el pago de estas 
obligaciones y/o suscriban acuerdos de pago en las fechas que el Instituto 
establezca antes del 31 de diciembre de 2024. 

7. Sistemas de información
1. Se propone diseñar, desarrollar o integrar el Sistema Público Unificado e 

Interoperable de Información en Salud – SPUIIS, en cabeza del Ministerio de 
Salud.

2. Se desarrollará un sistema integral de monitoreo y evaluación del desempeño de 
los distintos agentes del Sistema de Salud, armonizado con las diferentes fuentes 
de información disponibles, el Sistema de Monitoreo de las Redes Integrales e 
Integradas de Servicios de Salud y SPUIS.

3. Se plantea una historia clínica única nacional. La experiencia ha mostrado que 
se debe contar con un sistema interoperable de historias clínicas, más que con una 
historia clínica única. 

4. Se fortalecerá la oficina de Tecnologías del Ministerio para dar respuesta a los 
retos de implementación, operación y soporte del sistema. 

5. Para fortalecer la conectividad a la Atención Primaria en Salud en zonas rurales y 
dispersas, el Ministerio de las TIC’s tendrá la obligación de implementar el Plan 
nacional de conectividad rural.

8. Sistema de calidad
1. El Sistema Obligatorio de Garantía de la Calidad en Salud (SOGCS) se 

transformará en el Sistema Integral de Calidad en Salud (SICA), desconociendo 
lo aprendido a lo largo del tiempo en el SOGCS. 

2. El Gobierno Nacional tendrá un año para reglamentar lo referente a este. 

9. Talento humano
1. El régimen y política laboral de los profesionales y demás trabajadores de la salud 

se conformará de acuerdo a los requerimientos de cantidad, perfiles y organización 
y a las características del Sistema de Salud, constituyéndose en un régimen 
especial.

2. Se faculta al Gobierno nacional por el término de 6 meses para expedir las 
disposiciones laborales de los servidores públicos del sector salud.

3. En el año siguiente a la entrada en vigencia de la ley, el Gobierno Nacional deberá 
reglamentar incentivos para captar y sostener profesionales de la salud, 
técnicos y tecnólogos suficientes e idóneos en las zonas rurales con población 
dispersa, incluyendo grupos como parteras y médicos tradicionales.

4. Se tendrán becas para matrículas de postgrados para profesionales de medicina, 
enfermería y otros profesionales del sector salud. 

10. Inspección, vigilancia y control
1. Para el ejercicio de sus funciones, la SNS podrá contar con el apoyo de la red de 

control social contempladas en la presente Ley.
2. Se asigna a la Superintendencia, dentro de sus objetivos, controlar los riesgos 

financieros del sistema de salud y de sus instituciones. Una de sus funciones 
será diseñar e implementar un modelo de gestión y control integral de los 
riegos financieros del Sistema en Salud.

3. Dentro de las funciones y facultades de la SNS de salud se incluyeron las siguientes, 
que actualmente no tiene: introducir mecanismos de autorregulación y solución 
alternativa de conflictos en el Sistema de Salud; vigilar, inspeccionar y controlar 
que las IPS e ISE adopten y apliquen un Código de conducta y de buen gobierno; 
desarrollar procesos de desconcentración de la IVC en los territorios para la 
gestión en salud; rendir informe anual al CNS analizando los problemas y fallas 
detectadas en el funcionamiento del Sistema y proponiendo medidas correctivas.

4. Dentro de las facultades jurisdiccionales de la SNS se incluyen las siguientes que 
actualmente no tiene: Conocer, tramitar y fallar, con carácter definitivo y con las 
facultades propias de un juez, los siguientes asuntos: (i) los trámites de insolvencia 
y de liquidación judicial inmediata del Régimen de Insolvencia Empresarial 
previstos en la Ley 1116 de 2006 o la norma que la adiciona, modifique o sustituya, 
para los sujetos vigilados; (ii) la declaratoria de nulidad de los actos 
defraudatorios y la desestimación de la personalidad jurídica de las sociedades 
sometidas a su vigilancia, cuando se utilice la sociedad en fraude a la ley o en 
perjuicio de terceros, los accionistas y los administradores que hubieren realizado, 
participado o facilitado los actos defraudatorios, responderán solidariamente por las 
obligaciones nacidas de tales actos y por los perjuicios causados. Así mismo, 
conocerá de la acción indemnizatoria a que haya lugar por los posibles 
perjuicios que se deriven de los actos defraudatorios

Ana María Vesga Gaviria 
Vicepresidente de Salud 
Asociación Nacional de Empresarios de Colombia – ANDI
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Bogotá D.C.,  *1-2023-006716*   Al contestar, citar el número:

  Radicado: 1-2023-006716
  Fecha: 24-05-2023 
    

 
Director 
Danilson Guevara Villabon 
Dirección de Relaciones Políticas  
Secretaría Distrital de Gobierno  
Calle 11 Nº 8 - 17  
Correos electrónicos:  
cdi.radicador3@gobiernobogota.gov.co 
equipocongresodrp@gobiernobogota.gov.co  
radicacionsdg.nivelcentral@gobiernobogota.gov.co  
Ciudad 
 
 
ASUNTO: Respuesta a solicitud de observaciones, Proyecto de Ley 378/23 Cámara. 
                   Tema: “Por medio del cual se crea la licencia menstrual y se establecen 

lineamientos para una política pública que promueva, sensibilice y ejecute 
planes de acción sobre la protección de los derechos menstruales y se dictan 
otras disposiciones” 

                   Radicados SDMujer: 2-2023-007984 
                   Radicado SDG: 20231700257861 
 
Respetado Director Guevara, 
 
En atención al asunto de la referencia y una vez analizado el texto del Proyecto de Ley 378 
de 2023, Cámara “Por medio del cual se crea la licencia menstrual y se establecen 
lineamientos para una política pública que promueva, sensibilice y ejecute planes de acción 
sobre la protección de los derechos menstruales y se dictan otras disposiciones” remitido 
por su Despacho para observaciones, esta Secretaría de conformidad con su misionalidad y 
funciones a cargo, según lo previsto en Acuerdo Distrital No. 490 de 20121 y el Decreto 
Distrital No. 428 de 20132, emite los siguientes comentarios: 
   
 

 
1 Acuerdo Distrital No. 490 de 2012, “Por el cual se crean el Sector Administrativo Mujeres y la Secretaría Distrital de la Mujer y se 
expiden otras disposiciones”, aprobado por el Concejo de Bogotá, D.C., el 28 de junio de 2012. 
2 Decreto Distrital No. 428 de 2013, “Por medio del cual se adopta la estructura interna de la Secretaría Distrital de la Mujer, y se dictan 
otras disposiciones”, expedido por el Alcalde Mayor de Bogotá el 27 de septiembre de 2013. 
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FORMATO ÚNICO PARA EMISIÓN DE COMENTARIOS 
PROYECTOS DE LEY Y/O ACTO LEGISLATIVO

DIRECCION DE RELACIONES POLITICAS

FECHA: 15/05/2023

SECTOR QUE CONCEPTÚA: Secretaría Distrital de la Mujer

NÚMERO DEL PROYECTO: Proyecto de Ley 378 DE 2023

EN CÁMARA: LEY                ACTO LEGISLATIVO   AÑO: 2023

EN SENADO: LEY                ACTO LEGISLATIVO                    AÑO: _____

ORIGEN DEL PROYECTO: Cámara

FECHA DE RADICACIÓN: 2023-03-28

ESTADO DEL PROYECTO: Trámite en comisión séptima de Cámara

TÍTULO DEL PROYECTO
Por medio del cual se crea la licencia menstrual y se establecen lineamientos para una 
política pública que promueva, sensibilice y ejecute planes de acción sobre la protección 
de los derechos menstruales y se dictan otras disposiciones

AUTOR (ES)
Las-os autores-as de la iniciativa son las-os congresistas Pedro José Suárez Vacca, María 
Fernanda Carrascal Rojas, Luz María Múnera Medina, María del Mar Pizarro García.   

OBJETO DEL PROYECTO DE ACUERDO
Según el texto de la iniciativa, el objeto es:

“la creación de la licencia menstrual obligatoria con la intención de promover y 
garantizar el bienestar, la salud y la dignidad menstrual al margen del establecimiento de 
principios, contenidos y disposiciones de la Política Pública para la garantía del ejercicio 
y goce efectivo de los derechos menstruales en función a los derechos laborales, sexuales 
y reproductivos de las mujeres y personas trabajadoras menstruantes en el territorio 
nacional. 

 

x 

CARTA DE COMENTARIOS SECRETARÍA DISTRITAL DE LA MUJER PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 378 DE 2023 CÁMARA

por medio del cual se crea la licencia menstrual y se establecen lineamientos para una política pública 
que promueva, sensibilice y ejecute planes de acción sobre la protección de los derechos menstruales y se 

dictan otras disposiciones.
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FUNDAMENTO LEGAL PARA PRESENTAR EL ANÁLISIS DEL SECTOR
ES COMPETENTE

Si      __X___    No    _____ 

La competencia del Congreso de la República para presentar y tramitar esta iniciativa se 
fundamenta en el artículo 150 de la Constitución Política de 1991 que señala: 

“[…] Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes 
funciones: 1. Interpretar, reformar y derogar las leyes […]” 

De igual forma, el artículo 6 de la Ley 5 de 1992, establece los siguiente: 

“[…] ARTÍCULO 6o. CLASES DE FUNCIONES DEL CONGRESO. El Congreso de la 
República cumple: 

2. Función legislativa, para elaborar, interpretar, reformar y derogar las leyes y códigos en 
todos los ramos de la legislación […]” 

Por tanto, existe competencia del Congreso de la República para tramitar la iniciativa. Aunado a 
lo anterior, la Secretaría Distrital de la Mujer fue creada mediante el Acuerdo Distrital No. 490 de 
2012 y su estructura y funciones fueron establecidas por el Decreto Distrital No. 428 de 2013.

De esa manera, la SDMujer tiene por objeto liderar, dirigir, coordinar, articular y ejecutar las 
etapas de diseño, formulación, implementación, seguimiento y evaluación de políticas públicas 
para el reconocimiento, garantía y restitución de los derechos y el fomento de las capacidades y 
oportunidades de las mujeres. De ahí que el Sector Mujeres del Distrito Capital sea competente 
para analizar el presente Proyecto de Ley, pues como se verá en los apartados de análisis técnico 
y jurídico, esta iniciativa desarrolla medidas para garantizar los derechos fundamentales de las
mujeres, en especial el derecho al trabajo en condiciones de igualdad y dignidad y derecho a la 
salud plena de las mujeres y el cuidado menstrual. 

ES COMPETENTE 

Si ___X__ No _____

ANALISIS JURÍDICO
Es importante que la iniciativa, avance en el desarrollo de la protección efectiva de los derechos 
fundamentales de las mujeres, entre estos el derecho a la salud plena y el derecho al trabajo en 
condiciones de igualdad y dignidad. Derechos que han sido priorizados en el Distrito, por la Política 
Pública de Mujer y Equidad de Género. Así, en el marco de los derechos sexuales y reproductivos, 
el derecho al cuidado menstrual constituye una garantía básica para que las mujeres, en sus 

diferencias y diversidades, y promueve que estas puedan tener una salud sexual y reproductiva 
plena y puedan vivir una vida libre de discriminación con base en su género. 

Por esta razón, desde la Secretaría Distrital de la Mujer, consideramos que el proyecto de ley hace 
un aporte al marco legislativo de los derechos de las mujeres y posiciona el tema de la dignidad 
menstrual en la agenda pública, buscando disminuir las brechas e inequidades en el escenario 
laboral. 

Sin embargo, consideramos que el marco normativo y justificación del proyecto puede tomar en 
cuenta algunos instrumentos internacionales que refuerzan la protección de las mujeres en sus 
diferencias y diversidad, como se señala a continuación:

1) Modificación general del término de higiene menstrual por el de cuidado menstrual. 

En primer lugar, sugerimos que a lo largo del proyecto de ley se modifique el término de higiene 
menstrual por el de cuidado menstrual. La Secretaría Distrital de la Mujer ha priorizado el uso de 
este último término a través de la implementación de la Estrategia de Dignidad Menstrual para las 
mujeres y personas con experiencia menstrual habitantes de calle, considerando que, al hablar 
higiene menstrual se reproduce la idea de que la menstruación es algo que debe ser limpiado o 
higienizado, algo sucio y negativo. Así, para abordar el tema de manera más integral, se ha hecho 
una apuesta por remplazar el termino de higiene menstrual por el de cuidado menstrual. 

Hablar de cuidado menstrual implica tener en cuenta los aspectos socioculturales e históricos, que 
han contribuido a generar y reproducir un tabú sobre la menstruación, el cual se manifiesta en lo 
cotidiano en prácticas, pensamientos y comportamientos de rechazo, invisibilización, vergüenza y 
desinformación acerca de la menstruación como aspecto de importancia en las agendas públicas y 
políticas. 

De esa manera, la higiene es solo un aspecto del abordaje del cuidado menstrual, y en ese sentido, 
la higiene puede ser incluida en las acciones planteadas en el proyecto de ley como uno de los 
elementos, para responder a las necesidades de las personas como el acceso al agua, a elementos 
de gestión menstrual, a los espacios adecuados tanto para su cambio como para el aseo personal 
respectivo, así como para el desecho de residuos biológicos. 

No obstante, a partir de la noción de cuidado menstrual, se busca ampliar la categoría higiene 
menstrual para poder generar un abordaje integral, que aporte en la disminución de cualquier tipo 
de brechas en el acceso a derechos, generadas potencialmente por las experiencias menstruales.

2) Marco normativo internacional que desarrolla el derecho a la salud plena de las mujeres 
y los derechos sexuales y reproductivos. 

En relación al marco internacional, sugerimos que la fundamentación del proyecto tenga en cuenta 
instrumentos y pronunciamientos de diferentes organismos internacionales que desarrollan y 
amplían el derecho de las mujeres a una salud plena, pues es en el marco de dicho derecho que se 
desarrolla el derecho al cuidado menstrual. 

Entre los instrumentos internacionales, se destaca, en primer lugar, el artículo 12 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, por medio del cual los Estados 
Parte reconocen el derecho de toda persona al disfrute del nivel más alto de salud física y mental. 
Frente a este derecho, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales estableció, en la 
Observación General No. 14, que todo ser humano tiene derecho al disfrute del más alto nivel 
posible de salud que le permita vivir dignamente y aclaró que el derecho a la salud va más allá del 
derecho a estar sano, pues debe interpretarse como 

“un derecho inclusivo que no sólo abarca la atención de salud oportuna y apropiada sino 
también los principales factores determinantes de la salud, como el acceso al agua limpia 
potable y a condiciones sanitarias adecuadas, el suministro adecuado de alimentos sanos, 
una nutrición adecuada, una vivienda adecuada, condiciones sanas en el trabajo y el 
medio ambiente, y acceso a la educación e información sobre cuestiones relacionadas con 
la salud, incluida la salud sexual y reproductiva.”

Adicionalmente, el Comité recomendó que las políticas de salud incorporaran la perspectiva de 
género, que reconoce los factores biológicos y socioculturales que influyen en la salud de las 
mujeres. Igualmente, reconoció que, para suprimir la discriminación contra la mujer, se deben 
elaborar y aplicar estrategias de promoción del derecho a la salud de las mujeres a lo largo de sus 
vidas que incluyan políticas encaminadas a proporcionar acceso a una gama amplia y completa de 
atenciones en salud que estén a su alcance. Finalmente, el Comité establece lo siguiente frente al 
derecho a la salud y la mujer: 

“El ejercicio del derecho de la mujer a la salud requiere que se supriman todas las 
barreras que se oponen al acceso de la mujer a los servicios de salud, educación e 
información, en particular en la esfera de la salud sexual y reproductiva. También es 
importante adoptar medidas preventivas, promocionales y correctivas para proteger a la 
mujer contra las prácticas y normas culturales tradicionales perniciosas que le deniegan 
sus derechos genésicos.”

Dentro de las obligaciones básicas de los Estados para garantizar el derecho a la salud plena, el 
Comité reconoce (también en la Observación General no. 14) las siguientes:

a) Garantizar el derecho de acceso a los centros, bienes y servicios de salud sobre una base no 
discriminatoria, en especial por lo que respecta a los grupos vulnerables o marginados;

e) Velar por una distribución equitativa de todas las instalaciones, bienes y servicios de salud;

Adicionalmente, consideramos que es importante que se pueda incluir en la iniciativa, la 
Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer – CEDAW-
que en su artículo 12 establece que los Estados parte deben adoptar  “todas las medidas apropiadas 
para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de 
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención 
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médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia”. Por ello, sugerimos que 
dicho artículo sea incorporado a la exposición de motivos del proyecto de ley. 

En desarrollo de dicho artículo de la convención, el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer expidió en 1999 la Recomendación General no. 24, en donde 
analizó e hizo recomendaciones referentes a la mujer y la salud. Al respecto, estableció que los 
Estados deberían ejecutar una estrategia que fomente la salud de la mujer durante todo su ciclo de 
vida, incluyendo intervenciones dirigidas a la atención y tratamiento de afecciones que atañen a la 
mujer y la garantía del acceso universal a “una plena variedad de servicios de atención de la salud, 
de gran calidad y asequibles, incluidos servicios de salud sexual y genésica”. 

Adicionalmente, en la Declaración y Plataforma de Acción de Bejing (1995) formulada por los 
países de la ONU en el marco de la Conferencia Mundial sobre la Mujer, se hace un reconocimiento 
explícito del derecho que tiene la mujer a disfrutar del más alto nivel posible de salud,  y se 
reconoce que “el disfrute de este derecho es esencial para su vida y bienestar y para su capacidad 
de participar en todas las esferas de la vida pública y privada”. 

En dicha Plataforma, se define la salud reproductiva de la siguiente manera: “es un estado general 
de bienestar físico, mental y social, y no de mera ausencia de enfermedades o dolencias, en todos 
los aspectos relacionados con el sistema reproductivo y sus funciones y procesos.” Entre los 
derechos reproductivos, por consiguiente, se encuentra el derecho a alcanzar el nivel más elevado 
de salud sexual y reproductiva. Por ello, como objetivo de la plataforma, se fija el siguiente: 

Objetivo estratégico 1.c. Fomentar el acceso de la mujer durante toda su vida a servicios 
de atención de la salud y a información y servicios conexos adecuados, de bajo costo y de 
buena calidad. 

Ahora bien, una parte integrante del derecho a salud son los derechos sexuales y reproductivos, 
entre los cuales debe enmarcarse el derecho al cuidado menstrual. Frente a estos derechos, hay 
otros instrumentos y pronunciamientos que deben tenerse en cuenta. Así, por ejemplo, la 
Observación General No. 22, del Comité de Derechos, Sociales y Culturales, hace un desarrollo 
extenso de los mismos en donde aclara, entre otras cosas, que la salud sexual y reproductiva 
también debe interpretarse de forma amplia: 

“Ese derecho abarca, además de la atención de la salud sexual y reproductiva, los 
factores determinantes básicos de la salud sexual y reproductiva, incluido el acceso a 
agua segura y potable, saneamiento adecuado, alimentación y nutrición adecuadas, 
vivienda adecuada, condiciones de trabajo y medio ambiente seguros y saludables y 
educación e información sobre cuestiones relacionadas con la salud, así como una 
protección efectiva frente a toda forma de violencia, tortura y discriminación y otras 
violaciones de los derechos humanos que repercutan negativamente en el derecho a la 
salud sexual y reproductiva.”

La Observación desarrolla también el contenido normativo del derecho a la salud sexual y 
reproductiva, estableciendo que una atención integral para garantizar dicho derecho abarca cuatro 
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elementos interrelacionados y esenciales: la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad. 
Igualmente, desarrolla las obligaciones de los Estados Parte para garantizar el goce pleno de dichos 
derechos. 

Por consiguiente, los pactos, convenciones y pronunciamientos  mencionados, permiten identificar 
que el proyecto de ley desarrolla las obligaciones internacionales del Estado, en consecuencia, se
sugiere que dichos instrumentos sean incorporados en la justificación normativa del proyecto que 
permite avanzar en los derechos de las mujeres en sus diferencias y diversidad, haciendo del 
escenario laboral un escenario que tenga en cuenta el derecho al cuidado menstrual. 

3) Disposiciones distritales relevantes para el desarrollo del derecho a la salud plena y el 
cuidado menstrual. 

Consideramos pertinente que se tenga en cuenta el desarrollo que se ha hecho desde el Distrito 
Capital frente al derecho a la salud plena de las mujeres y el cuidado menstrual, así como el derecho 
al trabajo en condiciones de igualdad y dignidad. Si bien, por tratarse de un proyecto de ley, estas 
disposiciones distritales no son vinculantes, se presentan como un referente conceptual y una buena 
e innovadora práctica territorial en donde se ha abordado de forma directa el tema del cuidado 
menstrual.

En esa medida, sugerimos que se tenga en cuenta el CONPES D.C. 14, que desarrolla la Política 
Pública de Mujeres y Equidad de Género – PPMyEG-, y retoma esa visión amplia del derecho a la 
salud plena de instrumentos internacionales ya mencionados como la Plataforma y Plan de Acción 
de Bejing. La PPMyEG reconoce, también que una parte integrante del derecho a la salud plena de 
las mujeres son los derechos sexuales y reproductivos, y que la definición de dichos derechos debe 
“adecuarse a las diferencias en los ciclos de vida de las mujeres, garantizando su acceso a 
elementos de higiene menstrual básica, consentimiento informado respecto a procedimientos de 
esterilización, acceso a la interrupción voluntaria del embarazo (IVE) según los parámetros de la 
sentencia C-355 del 2006, educación sexual en la niñez y adolescencia, acceso a métodos 
anticonceptivos e información adecuada y diferenciada sobre el ciclo vivido por cada mujer, 
enmarcado en el reconocimiento, apropiación y autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos.”

La PPMyEG incorpora de forma explícita el cuidado menstrual como parte del desarrollo y garantía 
del derecho a la salud. Esta política concibe  la dignidad menstrual como asunto de derechos 
humanos y propone alternativas para que el tema del cuidado menstrual se incluya en la agenda 
pública de Bogotá Igualmente, propone una visión  integral del tema que va más allá de las 
alternativas  higienistas, avanzando en la consolidación de una mirada integral  “que incluya la 
entrega de elementos para su gestión, con énfasis en personas que viven en condiciones de 
desigualdad e inequidad social, como aquellas que habitan en calle, a la vez que aspectos 
culturales relacionados con la resignificación de los imaginarios construidos socialmente sobre 
la menstruación, desde el tabú y la vergüenza social asociada a su ocurrencia”. 

Con base en lo anterior, la PPMyEG establece dentro de sus objetivos específicos, el siguiente: 
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“Sexto objetivo específico: avanzar en la garantía del derecho a la salud plena de las mujeres 
en sus diferencias y diversidades para que disfruten a través de toda su vida del mayor grado 
de bienestar y autonomía a través del acceso, cobertura, atención oportuna e integral con 
calidad y calidez, así como con su participación en la toma de decisiones que las afectan”

Los resultados establecidos para el logro de dicho objetivo se orientan al fortalecimiento de 
capacidades para el abordaje de la menstruación con enfoque de derechos, género y diferencial. 
Los resultados propuestos son dos: (i) la Estrategia de Dignidad Menstrual para las mujeres y 
personas con experiencia menstrual habitantes de calle y (ii) la estrategia intersectorial para el 
cuidado menstrual.

La Estrategia de Dignidad Menstrual para las mujeres y personas con experiencia menstrual 
habitantes de calle, por su parte, tiene como objetivo principal posibilitar la vivencia digna de la 
menstruación en el marco del ejercicio de derechos, atendiendo a las solicitudes de la Corte 
Constitucional de acuerdo con la Sentencia T-398 de 2019. Busca, en primer lugar, establecer un 
espacio de coordinación interinstitucional para el manejo del tema del cuidado menstrual; en 
segundo lugar, aportar conceptos base que permitan avanzar en el posicionamiento de la 
menstruación como un tema de derechos humanos y de pertinencia en la agenda pública y política, 
y finalmente, consolidar la propuesta de una acción afirmativa encaminada a la garantía de 
derechos humanos para el cuidado menstrual de personas habitantes de calle, que aporte a la 
satisfacción de las necesidades materiales relacionadas con la menstruación, así como la 
transformación de prejuicios y tabúes vinculados con las experiencias menstruales. 

ANALISIS TÉCNICO 

La Secretaría Distrital de la Mujer reconoce las iniciativas y esfuerzos enfocados en que la 
formulación, implementación, seguimiento y evaluación de políticas, planes, programas, proyectos 
y leyes que se encuentren dirigidos a la garantía de derechos de las mujeres en sus diferencias y 
diversidad, a la generación de condiciones de igualdad y equidad de género y a la eliminación de 
todas las formas de discriminación y violencias contra las mujeres. 

Así, esta entidad reconoce la importancia de aquellas Leyes que acogen el enfoque de género, 
siendo este un marco de análisis, el cual establece como el sistema sexo-género se ha traducido en 
impactos diferenciales para mujeres y hombres, dando lugar a la asignación desigual de los 
recursos, las oportunidades y el poder, tanto en el ámbito de lo público como de lo privado; 
ubicando a las mujeres en una posición de desventaja para acceder al control de bienes y recursos, 
así como para participar en la toma de decisiones. (CONPES D.C. No. 14 de 2020).

En ese sentido, desde la Secretaría Distrital de la Mujer y particularmente teniendo como base 
nuestra experiencia de diseño e implementación de la Estrategia Distrital de Cuidado Menstrual, 
apoyamos de manera general la justificación y consideraciones de esta iniciativa legislativa. A 
continuación, se presentan algunas sugerencias que, tomaran en cuenta políticas existentes, entre 

ellas la Política Pública de Mujer y Equidad de Género -PPMYEG- haciendo hincapié en el
Derecho a la Salud Plena y el Derecho al Trabajo en condiciones de Igualdad y Dignidad y la 
Estrategia de Cuidado Menstrual, así: 

Recomendaciones generales: 

1. Nombrar explícitamente a las personas que serán beneficiarias de esta Ley y el 
ámbito específico de beneficio.

Se sugiere y reconoce la importancia de no dejar la expresión de sujeto beneficiario de la iniciativa 
legislativa como “mujer o persona trabajadora”. Lo anterior, poniendo de presente la experiencia 
adquirida desde la Estrategia Distrital de Cuidado Menstrual con el trabajo articulado con la 
Fundación GAAT, a partir de la cual se recomienda dar lugar en el lenguaje a la presencia de 
hombres trans y personas no binarias. Adicionalmente, como sector Mujer, es fundamental insistir 
en el reconocimiento e importancia que tiene darle lugar en el lenguaje y a nivel político e histórico 
a las mujeres. Es por esto que se propone que los proyectos relacionados, en general, tengan como 
sujetas y sujetos de su intervención a “niñas, adolescentes, mujeres jóvenes y adultas, hombres 
trans, personas no binarias y cualquier otra persona con experiencia menstrual”. 

Este hecho, además de lo mencionado, también permite dos cosas: i) Ampliar el panorama de 
reconocimiento de personas que, como los hombres trans y las personas no binarias, no suelen ser 
reconocidas en la implementación de iniciativas como la que propone este Proyecto de Ley. Esto, 
ocurre principalmente por personas que no están directamente involucradas con los asuntos 
relacionados al cuidado menstrual y por esto, desconocen las particularidades de esta temática, y 
ii) reconocer desde el comienzo las diferencias en las experiencias que vivencian unas y otros, 
dejando claro que los abordajes en materia de la licencia y las medidas pedagógicas, deben atender 
a esas realidades diversas de la experiencia menstrual. 

Asimismo, se sugiere que, el articulado se armonice bajo el mismo término “licencia laboral 
menstrual” o “permiso laboral menstrual” con la finalidad de que la aplicación tenga como ámbito 
específico las relaciones en el escenario laboral, esto debido a que, puede constituir un obstáculo 
que la iniciativa se deje de manera general, pues, puede presentarse interpretaciones alejadas del 
escenario laboral. 

1.1. Implementar en el lenguaje de la propuesta el “Cuidado Menstrual” 

La menstruación cumple una función fisiológica habitual, sana y natural que hace parte del ciclo 
vital de mujeres, niñas y personas menstruantes, inicia entre los 10 a 15 años de edad y termina 
aproximadamente entre los 45 a 55 años, cada ciclo puede durar en promedio 5 días, lo que implica 
que las mujeres y personas menstruantes  experimentan esta realidad en su edad productiva, por lo 
que, es una parte de la condición humana que tiene incidencia directa en los derechos sexuales y 
reproductivos, pero también un fenómeno multidimensional, puesto que, interfiere en la 
experiencia económica, social, política y cultural. 

Por otro lado, se sugiere tener en cuenta que la menstruación y los derechos menstruales en 
Colombia, se han abordado tradicionalmente como un “Tabú”, y bajo un enfoque de salud laboral 
que desconoce la necesidad de abordar la menstruación más allá del “dolor” y su gestión a partir 
de la “medicalización” para que las personas trabajadoras, aun teniendo síntomas incapacitantes, 
acudan a los lugares de trabajo; limitando de esta manera que la menstruación y los derechos 
menstruales, sean incorporados como un asunto de connotación de salud pública que también 
implica reformular la salud y la seguridad en el trabajo. 

Así entonces, esta Secretaría estima que el Proyecto de Ley, además de fortalecer el 
pronunciamiento efectuado por la Corte Constitucional mediante la Sentencia T-398 del 29 de 
agosto de 2019, en la cual se reconoce el cuidado menstrual como parte del derecho a la salud plena 
de las mujeres y de los derechos sexuales y reproductivos, contribuye a la incorporación de los 
conceptos adoptados en la Política Publica de Mujeres y Equidad de Género (CONPES D.C. No. 
14 de 2020). 

Como lo ha mencionado la Corte Constitucional, el cuidado menstrual se debe abordar desde la 
perspectiva de los derechos humanos y la garantía de la dignidad humana, teniendo en cuenta que 
la afectación de derechos es múltiple, pues no contar con recursos para la gestión menstrual va 
mucho más allá del acceso a los elementos de absorción y se extiende a: acceso a instalaciones, 
saneamiento, infraestructura e insumos adecuados que permitan a las mujeres y personas con 
capacidad de menstruar cambiar y desechar los materiales menstruales, acceso a información que 
permita a las mujeres conocer del proceso de menstruación, desligándola de enfoques que la 
patologizan o le asignan roles de género, el conocimiento de las opciones disponibles para el 
manejo de la higiene menstrual y la información respecto a que al momento de cambiar los 
elementos de absorción. 

De acuerdo con lo anterior, La Corte Constitucional, en la sentencia T-398 de 2019, ha determinado 
que, “el derecho a la gestión de la higiene menstrual como el derecho de toda mujer y persona 
con capacidad de menstruar a usar adecuadamente el material para absorber o recoger la sangre 
menstrual. Este derecho, a su vez, se compone de cuatro condiciones esenciales3:

a. El empleo de material idóneo para absorber la sangre; 
b. La capacidad para hacer el cambio de dicho material en privacidad y tan seguido como 

sea necesario; 
c. El acceso a instalaciones, agua y jabón para lavar el cuerpo, así como para desechar el 

material usado y; 
d. La educación que permitan comprender los aspectos básicos relacionados con el ciclo 

menstrual y cómo manejarlos de forma digna y sin incomodidad alguna.”

Así, entonces el reconocimiento del cuidado menstrual se encuentra en el ámbito del derecho a la 
salud plena bajo tres dimensiones: La salud física, la salud mental y la salud social. Desde la salud 
física, la falta de acceso de artículos necesarios para satisfacer las necesidades de higiene propias 

3. Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-398, agosto del 2019. 
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de las mujeres y/o las personas con capacidad de menstruar y el no contar con una infraestructura 
y servicios públicos óptimos puede inducir a enfermedades, complicaciones de salud e inclusive la 
muerte. Desde la salud social el acceso a los productos de higiene menstrual puede implicar altos 
sobre costos monetarios y desde la salud mental, es necesario contemplar la exclusión y las 
categorizaciones sociales discriminatorias que tienen los cuerpos con capacidad de menstruar

2. Creación de una Ley Integral por la Dignidad Menstrual. 

Como se lee en la exposición de motivos, se han promovido múltiples esfuerzos por legislar en 
torno a los derechos menstruales. Solo durante el año 2021 se presentaron siete proyectos de ley 
relacionados. A pesar de lo anterior, consideramos que el posicionamiento del tema en las agendas 
públicas y políticas nos parece importante proyectar y generar alianzas y acuerdos de trabajo 
intersectoriales, para así desarrollar un solo proyecto por la Dignidad Menstrual que vincule las 
distintas iniciativas: licencias menstruales, gratuidad de elementos de gestión menstrual, educación 
menstrual con enfoque diferencial, entre otros. Lo anterior, permite contundencia al generar una 
política pública relacionada y prever mejor ejecución de recursos. 

En primer lugar, hay que señalar que en el ordenamiento jurídico colombiano conforme con la 
legislación que regula las licencias laborales no existen lineamientos para aquellas situaciones en 
las que las mujeres y personas menstruantes trabajadoras deben ausentarse por causa de 
menstruaciones dolorosas o patologías asociadas. En dicho sentido, legislar e impulsar el debate 
sobre derechos menstruales, y de manera particular, de las mujeres y personas menstruantes 
trabajadoras, dentro de la agenda pública de Colombia en vía de resignificar y visibilizar el proceso 
biológico que implica menstruar, buscando erradicar barreras de género en la permanencia en el 
empleo para mujeres y personas menstruantes trabajadoras que padezcan ciclos menstruales 
incapacitantes y deban ausentarse de su trabajo, es una realidad que viven millones de mujeres, 
contribuye a la garantía efectiva de sus derechos.  

3. El derecho al trabajo en condiciones de igualdad y dignidad 

Desde la perspectiva del derecho al trabajo en condiciones de igualdad y dignidad, el cual busca el 
logro de la autonomía económica de las mujeres, se reconoce que la intención de otorgar licencias 
menstruales pretende corregir vacíos legislativos y eliminar sesgos implícitos de género en las 
políticas económicas, como por ejemplo, que en el mercado laboral considere a las personas 
trabajadoras como si todas fueran de identidad masculina organizando los espacios, los horarios 
laborales y la gestión del talento humano teniendo como marco un único tipo de trabajador, que 
generalmente, responde a las características del hombre blanco cisgénero heterosexual, en tanto 
que penaliza a las mujeres por su condición biológica. Por ello, se considera que el Estado como 
regulador social es quien debe encargarse de intervenir para eliminar la estigmatización de las 
diferencias y equiparar a hombres y mujeres en sus diversidades para el aprovechamiento de su 
potencial.  

Todas estas observaciones se relacionan también con que las trayectorias laborales y la posibilidad 
de generar ingresos a través del empleo formal de las mujeres están condicionadas por la 
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discriminación laboral de género, ya que, los lugares de trabajo no se encuentran adaptados a las 
necesidades de las mujeres trabajadoras en sus diferencias y diversidad, como es el caso de la falta 
de sensibilidad con el ciclo menstrual.  

Desde la perspectiva del derecho al trabajo en condiciones de igualdad y dignidad, se reconoce que 
esta medida impacta a las mujeres vinculadas al empleo formal, pero con menor alcance para 
aquellas mujeres que se encuentran en la informalidad o las mujeres trabajadoras que se encuentran 
en condiciones precarias, máxime porque en Colombia con relación al acceso a empleos de calidad 
la situación de las mujeres es más desventajosa pues su participación en la informalidad es más 
alta que la de los hombres. Así, otro argumento a favor de la implementación de este tipo de medida 
es el incentivo que podría significar para que las mujeres que se encuentran en informalidad 
voluntaria pasen a la formalidad si encuentran lugares de trabajo que se adaptan a sus necesidades, 
incluso impactando positivamente la misma productividad.  

Ahora, en relación con los argumentos que se han presentado en contra de la iniciativa y los cuales 
se orientan a identificar que, existen argumentos sobre el encarecimiento de la generación de 
empleo y las afectaciones para la contratación de mujeres si se permiten dichas licencias, pues, se 
entenderían que las mujeres generan mayor costo al empleador y son más propensas al 
ausentismo4 esta Secretaría no encuentra fundamento en dichos argumentos, y destaca que, 
contrario a lo que señalan, no es por la implementación de medidas afirmativas en pro de las 
mujeres trabajadoras que persiste la desigualdad económica y laboral de género, pues los 
indicadores sobre paridad económica y laboral muestran que en las condiciones actuales (sin 
licencias menstruales) el mercado laboral sigue sin garantizar su acceso y permanencia a un empleo 
de forma plena, y en cambio, siguen siendo las principales responsables del trabajo de cuidado sin 
remuneración: de un total de 20,3 millones de mujeres en edad de trabajar hay 1,3 millones 
desocupadas; 9,8 millones fuera de la fuerza laboral (Bases PND 2022-2026). De hecho, de acuerdo 
con un estudio de la Organización Internacional del Trabajo que analiza comparativamente 5 países 
del contexto latinoamericano, los costos para un empleador de otras licencias como la de 
maternidad y de cuidado infantil no superan el 2% de la remuneración bruta mensual de la mujer 
asalariada (OIT, 2002: 7)5.

Adicionalmente, existen experiencias en donde la licencia menstrual demostró incrementar la 
productividad de las personas menstruantes en el ámbito laboral, como Japón, Taiwan e 
Indonesia6, estas experiencias refuerzan el argumento que la aprobación de las licencias a las 
personas con capacidad de menstruar no disminuyen la productividad. 

4 Universidad del Rosario, Lo que debe saber de la licencia menstrual en Colombia: hablan expertos en 
derecho y medicina de la Universidad del Rosario, tomado de https://urosario.edu.co/periodico-nova-et-
vetera/sociedad/lo-que-debe-saber-de-la-licencia-menstrual-en-colombia-hablan-expertos-en-derecho
5 Abramo, Laís Wendel., and Rosalba. Todaro C. 2002. Cuestionando un mito: costos laborales de hombres y 
mujeres en América Latina. Lima: OIT
6 Revista Cambio, Licencia Menstrual ¿qué puede salir mal? Tomado de 
https://cambiocolombia.com/genero/licencia-menstrual-que-puede-salir-mal

No obstante, las dificultades para que este tipo de medias afirmativas sean exitosas se debe a los 
estereotipos de género que persisten en la cultura empresarial y laboral masculinizada, como, que 
de no corregirse podrían causar que la medida sea ineficiente pues las mujeres podrían preferir no 
tomar la licencia menstrual si persiste una cultura organizacional laboral masculinizada que culpa, 
excluye y desestima su rol y el valor de su trabajo, así las mujeres podrían sentir inseguridad para 
realizar el trámite ante sus superiores jerárquicos o supervisión de contrato, pues dichos cargos 
siguen estando muy concentrados en hombres lo que desestimula que una mujer con una patología 
relacionada a su menstruación solicite el permiso. 

De ese modo, si los cambios legales no son acompañados de estrategias de transformación cultural 
para que la garantía de derechos sea efectiva, las expectativas y creencias sobre los roles de 
hombres y mujeres continuarán contribuyendo a que existan espacios laborales discriminatorios, 
de allí que deba ser un asunto sobre el que legisla el Estado y no una medida que se deja a voluntad 
de las empresas. 

4. Articulación con Políticas y Planes existentes. 

De no ser posible la propuesta de la creación de una Ley Integral para la Dignidad Menstrual, se 
propone otra opción basada en la experiencia de implementación de la Estrategia Distrital de 
Cuidado Menstrual, la cual radica en el deber de exigir la necesidad de articular todos estos 
postulados, así como los de los otros proyectos afines a movilizar el tema, con la Política Nacional 
de Sexualidad, Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos, los Lineamientos de la Política 
Pública Nacional Integral de Equidad de Género para las Mujeres, así como con el Plan Decenal 
de Salud y Educación. 

Para concluir se sugiere que, en la exposición de motivos se relacione la experiencia de la campaña 
“Menstruación libre de impuestos” del Grupo Género y Justicia Económica de la Red por la 
Justicia Tributaria en Colombia que culminó con la Sentencia C-117 de 2018, a través de la cual 
se logró que las toallas y tampones fueran bienes exentos del IVA, lo que se considera como un 
hito en la lucha por la igualdad de género y  permite evidenciar la conexidad entre igualdad 
económica de las mujeres y derechos sexuales y reproductivos

COMENTARIOS Y/O MODIFICACIONES AL ARTICULADO
A continuación se presentan los siguientes comentarios y sugerencias generales frente a los 
artículos del Proyecto de Ley:

Sugerencias generales en el articulado 

Siempre que se mencione en el articulado y la exposición de motivos de la iniciativa legislativa 
“mujer o persona trabajadora” se sugiere modificarlo en todos los artículos pertinentes por: 
“mujeres jóvenes y adultas, hombres trans, personas no binarias y cualquier otra persona 
trabajadora con experiencia menstrual”, para que desde dicha inclusión se presente un 
reconocimiento a las diferencias y diversidad que se encuentra en las personas menstruantes. 

Revisar el orden en la numeración del articulado, pues, en el texto de la iniciativa del artículo 12 
salta al artículo 15. Dejando de lado el artículo 13 y 14. 

Sugerencias específicas en el articulado: 

Frente a la propuesta de articulado, desde la Secretaría Distrital de la Mujer, se formulan las 
siguientes sugerencias: 

1. Con relación al Artículo 2. Principios Incluir el enfoque diferencial como uno de los 
principios orientadores del proyecto, así: 

Enfoque diferencial: La forma de análisis y de actuación social y política que, por 
una parte, identifica y reconoce las diferencias de género, identidad sexual, etnia, edad 
y situación de salud, entre otras categorías; y por otra, sus implicaciones en términos 
de poder, de condiciones de vida y de forma de ver el mundo. A partir del 
reconocimiento de las diferencias y sus implicaciones, el enfoque diferencial busca la 
transformación o supresión de las inequidades y de sus expresiones de subordinación, 
discriminación y exclusión social, política y económica. Busca la reivindicación y 
legitimación de las diferencias, desde la perspectiva de los derechos humanos. 

2. Con relación al Articulo 3 Salud Menstrual. Se incorpore las definiciones de 
menstruación, salud menstrual, dignidad menstrual, derechos menstruales y gestión 
menstrual, que se presentan a lo largo de la iniciativa, así:

- Menstruación: Etapa del ciclo mesntrual en el cual una parte del endometrio (capa 
interior del útero), se desprende como respuesta a la disminución de los niveles 
circulantes de estrógeno y progesterona, y sale por el canal vaginal en foma de fluido 
sanguineo. 

- Salud menstrual: Abarca tanto los aspectos del manejo de la higiene menstrual como 
otros factores que vinculan a la menstruación con la salud, el bienestar, la igualdad de 
género, la educación, así como al empoderamiento de las niñas, mujeres jóvenes y 
adultas, hombres trans, personas no binarias y cualquier otra persona con experiencia 
menstrual y sus derechos.

- Dignidad menstrual: Derecho que tienen todas las niñas, mujeres jóvenes y adultas, 
hombres trans, personas no binarias y cualquier otra persona con experiencia menstrual 
a vivir el ciclo menstrual en condiciones dignas, saludables, libres de cualquier tipo de 
violencia, en el marco del pleno ejercicio de los derechos humanos. 

- Derechos menstruales: Son los derechos que deben garantizar una vivencia menstrual 
informada, saludable, digna, libre de toda violencia, instrumentalización, coacción, 
estigmatización, privación o discriminación.
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- Gestión menstrual: Implica el acceso al agua potable, elementos para la absorción o 
recolección de la sangre menstrual, su manejo en instalaciones adecuadas para realizar 
el cambio en privado y poder desecharlo adecuadamente. Así como así prácticas de 
alimentación, rutinas de cuidado, descanso y toma de medicamentos, entre otros.

3. Con relación al Artículo 4. proponemos como redacción al reconocimiento de la 
menstruación como un proceso fisiológico natural que, en algunos casos, puede llegar a 
ser causal de incapacidad: 

- Artículo 4. Reconocimiento de la menstruación como un proceso fisiológico 
natural que, en algunos casos, puede llegar a ser causal de incapacidad. Se 
proclama que algunos de los cambios físicos y emocionales que acompañan el proceso 
del sangrado menstrual, pueden incidir en la normal ejecución de las actividades 
propias de la cotidianidad de mujeres jóvenes y adultas, hombres trans, personas no 
binarias y cualquier otra persona trabajadora con experiencia menstrual, afectando en 
forma directa su calidad de vida en los ámbitos laborales y educativos, por lo cual están 
en toda la libertad de hacer uso o no del derecho a la licencia menstrual de 1 día cada 
26 días. 

4. Con relación al Artículo 5: Atendiendo a los comentarios del análisis técnico desde el 
derecho al trabajo en condiciones de igualdad y dignidad, se ajusta la redacción al artículo, 
así: 

Artículo 5. No discriminación a mujeres y personas menstruantes. No se permite 
ninguna conducta o comportamiento discriminatorio y de exclusión para el acceso o 
permanencia en el empleo a mujeres y personas menstruantes que quieran hacer uso 
efectivo de la licencia menstrual.

5. Con relación al Artículo 6.
- En el título del artículo adicionar un conector “de” después de la palabra protección, así: 
“Protección de la intimidad y seguridad de mujeres jóvenes y adultas, hombres trans, 
personas no binarias y cualquier otra persona trabajadora con experiencia 
menstrual.”

- igualmente, consideramos que la redacción del artículo 6, puede presentarse así:
Artículo 6. Protección de la intimidad y seguridad mujeres y personas menstruantes. Es 
deber del sector público y privado velar y asistir a esta población ante cualquier exposición 
que estigmaticen a las mujeres y personas menstruantes, bajo ninguna circunstancia, 
incluyendo entre otras, las derivadas del acceso efectivo a su derecho a la licencia 
menstrual.

6. Con relación al Articulo 8. Que busca adicionar el artículo 238ª al Código Sustantivo del 
Trabajo, en el segundo inciso proponemos la siguiente redacción: 

El empleador podrá conceder mayor tiempo de licencia remunerada que los establecidos 
en el inciso anterior si la trabajadora o persona menstruante presenta un certificado médico 
en el cual se expongan las razones que justifiquen ese mayor número de días de descansos 
a los ya establecidos previamente.

7. Articulo 15 Tener en cuenta a todas las demás entidades, públicas y privadas, que han 
venido trabajando estos temas. Se recomienda incluir específicamente a las entidades del 
Estado encargadas de los temas sociales, el Sector Social y a las organizaciones de la 
sociedad civil (u otras) con la experiencia y trayectoria de incidencia en los temas en 
cuestión.

8. En atención a lo señado al análisis técnico desde el derecho a la salud plena para las 
mujeres y del derecho al trabajo en condiciones de igualdad y dignidad, se propone adoptar 
en el Proyecto de Ley, dos artículos con la finalidad de que puedan reconocer aspectos 
integrales del proceso de menstrual, así:  
Un artículo en donde se ordene la expedición de un lineamiento para la 
implementación de una estrategia de transformación cultural del mercado 
laboral para desnaturalizar los mitos y estigmas culturales en torno al ciclo 
menstrual, pues estos han generado para las mujeres y personas con capacidad de 
menstruar, desigualdades, exclusiones y barreras para acceder a sus derechos de 
manera plena.
Consideramos que, también resulta importante la inclusión de un artículo en el cual se 
ordene la expedición de un lineamiento que tenga como destinatario el sector privado y 
público, para que se presente la adecuación de instalaciones y baterías sanitarias, de 
manera que estas cumplan con estándares de higiene, privacidad, iluminación y de 
saneamiento, garantizando infraestructuras adecuadas con acceso a agua y jabón, 
instalaciones para cambiar, limpiar, elementos de gestión menstrual y para desechar el 
material usado con la finalidad de cumplir con todos los estándares de calidad en salud.

GENERA GASTOS ADICIONALES?

Si _____       No ___X__

VALORACIÓN DEL GASTO. En caso de ser afirmativa la respuesta de generación de 
gastos.  Indique ese gasto adicional a que corresponde. 

Pueden ser atendidas por el Presupuesto del Sector, de no serlo, indicar cuál

Si _____      No _____   

IMPACTO DEL PROYECTO (Señalar con X la opción adecuada)

Apoya la iniciativa legislativa:

NO __________            

SI ______X_____           TOTAL ___ ___ PARCIAL: __X____

PROPOSICIONES PARA LOS ARTÍCULOS: 

En el acápite correspondiente a comentarios y/o modificaciones al articulado, se presentó la 
propuesta de la inclusión de dos artículos con el fin de fortalecer la iniciativa. 

SE ADJUNTA PROPOSICIONES SUGERIDAS:               SI____              NO_____

Cordialmente, 

Diana Rodríguez Franco
Secretaria Distrital de la Mujer
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CARTA DE COMENTARIOS SECRETARÍA DISTRITAL DE LA MUJER PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 378 DE 2023 CÁMARA

por medio del cual se crea la licencia menstrual y se establecen lineamientos para una política pública 
que promueva, sensibilice y ejecute planes de acción sobre la protección de los derechos menstruales y se 

dictan otras disposiciones.
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Bogotá D.C.

Doctora
LEIDER ALEXANDRA VÁSQUEZ OCHOA
Representante a la Cámara por Cundinamarca
Cámara de Representantes
leider.vasquez@camara.gov.co
Bogotá

Referencia: Solicitud de Concepto Proyecto de Ley 384/2023
                    Rad. No. 20232060289852. Fecha: 16-05-2023

Doctora Leider Alexandra: Reciba un cordial saludo por parte de Función Pública.

Me refiero a su comunicado de la referencia, mediante el cual solicita Concepto sobre el 
Proyecto de Ley 384/2023, Por medio del cual se modifica la Ley 731 de 2002 y se 
establecen otras acciones afirmativas para las mujeres rurales sobre el cual señalamos:

Es pertinente aclarar que naturaleza jurídica tendrá el Fondo, lo cual podrá ser planteado 
como fondo cuenta con o sin autonomía, así como personería jurídica y lo señalado en la 
Ley 489 de 1998, particularmente en el artículo 50, sobre el contenido de los actos de 
creación;

La estructura orgánica de un organismo o entidad administrativa comprende la 
determinación de los siguientes aspectos: 

1. La denominación. 
2. La naturaleza jurídica y el consiguiente régimen jurídico. 
3. La sede. 
4. La integración de su patrimonio. 
5. El señalamiento de los órganos superiores de dirección y administración y la forma de 
integración y de designación de sus titulares, y 
6. El Ministerio o el Departamento Administrativo al cual estarán adscritos o vinculados.

 
 
Es pertinente señalar que función Pública no tiene asignada funciones de vigilancia, 
inspección, control, prevención o sanción, por lo que se sugiere revisar lo señalado en el 
artículo y determinar quién debería ser el competente para dicha función. 
 
Es pertinente identificar que otras autoridades participarían y que competencia sobre la 
mismas se tendrán, las cuales deben ya estar especificadas, o por el contrario proponer 
un ajuste institucional que asigne funciones y se tena en cuenta los recursos financieros 
para la misma.  
 

rtículo 12. Economía del Cuidado y mujeres rurales  
 
Es pertinente incluir el rol articulador del Ministerio de la Igualdad, ya que se ha 
considerado fundamental los aspectos sociales y económicos de las mujeres en el 
desarrollo de la sociedad.  
 
Sobre la estrategia señalada, es pertinente que se evalúen los actores citados, en cuanto 
son actores no gubernamentales, así mismo la participación y formulación bajo qué 
responsable estatal debe quedar.  
 
artículo 13. Fomento de la vinculación laboral  

 
Se debe aclarar la competencia y el objetivo, en particular del Ministerio de Trabajo quien 
solamente tiene competencia en lo privado, la manera de vinculación deberá ser revisada 
por dicha cartera y los gremios del sector privado.  
 
En materia de lo Público, es preciso revisar a la luz constitucional el ingreso al servicio 
público, la calidad que ostenta como empleo público y la capacidad financiera del Estado 
para asumir dicha carga laboral, lo cual el Decreto 444 de 2023 sobre austeridad ya 
menciona. 
 
Por lo anterior, este Departamento pone a disposición la Dirección de Desarrollo 
Organizacional para que se pueda revisar lo señalado en las observaciones y precisar 
una mesa técnica de ser necesario.   
   

  

HUGO ARMANDO PEREZ BALLESTEROS 
Director 
Dirección de Desarrollo Organizacional 
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que promueva, sensibilice y ejecute planes de acción sobre la protección de los derechos menstruales y se 

dictan otras disposiciones.
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